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Cordial saludo
 
De la manera más atenta me dirijo a ustedes con el fin de allegar contestación a la demanda del
proceso de la referencia, cabe mencionar que el correo que utilizo es el hotmail, sin embargo es
imposible cargar los archivos por su peso desde dicho correo electrónico.
 
Agradezco de antemano la atención prestada
 
Abog. LINDA CATALINA PALACIOS R. 
T.P. No 182.021 del C. S. de la Judicatura
 
Solicito me sea acusado el recibido!!!



Abogada  

Linda Catalina Palacios Ramírez  

Señor 

JUEZ CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE BUCARAMANGA  

E. S. D. 

 

 

REF.  Proceso verbal sumario -mínima cuantía- simulación contrato  

Radicado: 680014003004-2021-00331-00 

 

 

LINDA CATALINA PALACIOS RAMIREZ, mayor de edad y vecina de esta ciudad, 

identificada con la cédula de ciudadanía No 1.098.617.312 de Bucaramanga y 

portador de la T.P. No. 182.021 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando 

como apoderado de los señores JOSE RICARDO RODRIGUEZ MENDOZA, identificado 

con cedula de ciudadanía No 91.272.920 y MARIA ISABEL MARTINEZ NUÑEZ, 

identificada con la cedula de ciudadanía No 37.548.517, según poder 

debidamente otorgado; por medio del presente escrito procedo a contestar la 

demanda formulada ante usted por los señores JOVINO GIL BARRERA y GLORIA 

SUSANA RODRIGUEZ MENDOZA, de la siguiente manera:  

 

HECHOS 

 

1. La parte demandada ADMITE el hecho primero teniendo en cuenta que los 

hoy demandados efectuaron negocio jurídico denominado compraventa 

el cual se solemnizo con la Escritura Publica No 179 del año 2021.   

 

2. Frente al segundo hecho es menester señalar una serie de anotaciones que 

desvirtúan las apreciaciones sobre la presunta simulación q la que hace 

alusión la parte demandante:  

 

A) Este hecho responde a la realidad. 

 

B) En este punto es necesario precisar que la compradora la señora MARIA 

ISABEL MARTINEZ NUÑEZ, quien adquirió el bien materia de litigio obtuvo 

el dinero para la adquisición del mismo a través de un crédito personal 

otorgado por la señora ALICIA GONZÁLEZ, la cual a lo largo de los años 

ha servido de acreedora de la misma y quien en situaciones de dificultad 

económica ha prestado su ayuda económica; teniendo en cuenta lo ya 

mencionado cabe resaltar que este tipo de créditos personales no se 

efectúan a través de entidades financieras por temas de retención y 

demás emolumentos que se generan.    

 

C) Respecto al mencionado artículo tercero de la Escritura Publica No 179 

del año 2021, este error responde netamente a un error de digitación el 

cual no implica un cambio en el objeto del contrato; sin embargo, es 

necesario precisar que la parte referenciaría de la escritura, el artículo 

primero, el sexto, paz y salvos y constancia de inscripción ante la oficina 

de Instrumentos Públicos se establece:  

DE: RODRIGUEZ MENDOZA JOSE RICARDO  

A: MARTINEZ NUÑEZ MARIA ISABEL    

 

D) En la actualidad los hoy demandados habitan en el inmueble materia de 

litigio en calidad de arrendatarios como se prueba con el contrato de 

arrendamiento fechado del 22 de abril de 2021, el cual se encuentra 

debidamente autenticado y se allega con el presente escrito como 

prueba. 
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E) Respecto al análisis efectuado por la parte demandante en razón de un 

presunto juego de compraventas es improcedente teniendo en cuenta 

que todos y cada uno de los negocios jurídicos han sido operaciones 

transparentes y verificables; el único fin de las operaciones efectuadas 

con el bien materia de litigio es buscar un flujo de caja por parte de la 

familia RODIGUEZ MARTINEZ, para poder cancelar un sin número de 

obligaciones adquiridas por los cónyuges tanto en entidades financieras 

como con personas naturales, sin la necesidad de querer defraudar a 

terceros como lo establece la parte demandante dentro del proceso 

que nos ocupa. 

 

H) Frente a lo mencionado por la parte demandante de una presunta mala 

intención para afectarlos económicamente es sumamente importante 

traer a colación que mi poderdante el señor JOSE RICARDO RODRIGUEZ 

MENDOZA, a la fecha se encuentra embargado salarialmente por el 

proceso adelantado en el Juzgado Tercero Civil Municipal de 

Bucaramanga, prueba de esto es el último desprendible de pago de 

nómina del señor  

 

Adicionalmente es un tanto ilógica la afirmación infundada por parte de 

los señores demandantes y que transmite el apoderado de los mismos, al 

establecer que existe una mala intención por parte de los demandados 

cuando se contó con más de dos años para llevar a cabo cualquier 

actuación respecto al bien; si bien es cierto la venta del inmueble que se 

efectuó entre los cónyuges buscaba liberar recursos para cubrir unas 

obligaciones del señor RODRIGUEZ MENDOZA, no se logro por lo cual en 

la actualidad dicha propiedad paso a manos de un tercero para poder 

cancelar la obligación con el señor JOVINO y la hermana del hoy 

demandado y otras obligaciones que se adquirieron para que esta 

familia tuviera un buen vivir.  

 

J) Como ya se mencionó mis poderdantes no están eludiendo ninguna 

responsabilidad por el contrario cabe resaltar que el señor JOSE RICARDO 

RODRIGUEZ MENDOZA, identificado con cedula de ciudadanía                              

No 91.272.920, el día 16 de julio de la presente anualidad efectuó una 

consignación por la suma de VEINTE MILLONES DE PESOS MCTE 

($20.000.000) en favor de los hoy demandantes en aras de ser tenidos en 

cuenta en el proceso bajo radicado 680014003003-2019-00195-00 del 

Juzgado Tercero Civil Municipal de Bucaramanga, hecho que se prueba 

con el depósito judicial que se allega con el presente escrito.  

 

Adicionalmente el señor JOSE RICARDO RODRIGUEZ MENDOZA, quien 

labora como vigilante en este momento se encuentra embargado por 

parte de los hoy demandantes por el proceso adelantado en el Juzgado 

Tercero Civil Municipal, alterando el diario vivir de la familia RODRIGUEZ 

MARTINEZ. 

 

Y por último y no menos importante los hoy demandados a partir del mes 

de septiembre del año en curso harán depósitos judiciales por un valor 

mínimo de DOSCIENTOS MIL PESOS MCTE ($200.000) en favor de los hoy 

demandantes por el proceso que se adelanta en el Juzgado Tercero Civil 

Municipal de Bucaramanga y están a la espera de un dinero 

considerable para abonarlo a la obligación con los hoy demandados.     
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K) Frente a este hecho en la actualidad los hoy demandados habitan en el 

inmueble materia de litigio en calidad de arrendatarios como se prueba 

con el contrato de arrendamiento fechado del 22 de abril de 2021, ya 

que la señora MARIA ISABEL MARTINEZ NUÑEZ, ante la imposibilidad de 

cancelar el dinero adquirido con la señora Alicia González, vendió el 

inmueble y el hoy propietario del bien ACEPTO la obligación adquirida 

con COOMULDESA LTDA, por lo cual el bien mantiene la hipoteca 

adquirida en el año 2017.   

 

L) Cabe anotar que si bien es cierto a lo largo de los años los hoy 

demandados han ejercido posesión sobre el bien materia de litigio, quien 

realiza los actos de señor y dueño sobre el inmueble es el señor PEDRO 

ELIAS MARTINEZ MARTINEZ, quien funge como arrendador del bien y que 

con el certificado de Instrumentos Públicos vigente se prueba.   

 

M) En lo que respecta a dicha apreciación la cual no debe considerarse 

como un hecho, los hoy demandados al tener la titularidad del bien 

materia de litigio por más de veinte años se encontraban facultados para 

ejercer cualquier actuación en aras de solventarse y no se puede hablar 

de maniobra fraudulenta cuando no se tuvieron en cuenta ciertos 

presupuestos procesales en favor de los demandantes como lo es lo fue 

la cláusula penal, el reconocimiento del pago de dos millones de pesos 

($2.000.000) en favor de los demandantes; afectando única y 

exclusivamente a los hoy demandados; adicionalmente para la fecha 

de la contestación de la presente demanda ya fue consignada una 

cuota parte equivalente a VEINTE MILLONES DE PESOS MCTE ($20.000.000) 

en favor de los demandantes y adicionalmente se le está descontando 

una cuota parte del salario al señor JOSE RICARDO RODRIGUEZ y el 

excedente se tiene previsto para cancelarse en un término no mayor de 

un año.   

 

Respetado despacho es necesario precisar que los únicos afectados con la 

retractación de la compraventa del bien que hoy es materia de litigio son mis 

poderdantes pues con el dinero que les fue entregado al suscribir el contrato de 

compraventa fue utilizado para cancelar obligaciones anteriormente adquiridas y 

con el fallo del Juzgado Tercero Civil Municipal dicha familia quedo en la peor 

posición pues ni la cláusula penal no fue tenida en cuenta, por parte del honorable 

juzgado pese a que la retractación fue efectuada por los hoy demandantes. 

 

PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la parte actora teniendo 

en cuenta las siguientes consideraciones:  

• Primeramente, no estamos frente a un contrato de compraventa simulado 

teniendo en cuenta que la señora MARIA ISABEL MARTINEZ NUÑEZ, adquirió 

el bien materia de litigio bajo la modalidad de compraventa por un valor de 

TREINTA Y DOS MILLONES DE PESOS MCTE ($32.000.000) de los cuales DOCE 

MILLONES DE PESOS MCTE ($12.000.000) eran producto de un negocio 

adelantado por la hoy demandada y los veinte millones de pesos 

($20.000.000) adicionales fueron productos de un préstamo informal con la 

señora Alicia González, esto buscando que su esposo pudiera subsanar un 

sin número de deudas que lo atormentaban día tras día, al igual que la 

obligación con los hoy demandantes. 
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• La hoy demandada MARIA ISABEL MARTINEZ NUÑEZ, con el pasar de los días 

le manifestó a su padre que le era imposible cancelar los intereses de la 

obligación adquirida con la señora González y que a su esposo le era 

imposible cancelar el crédito con la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO 

PARA EL DESARROLLO SOLIDARIO DE COLOMBIA COOMULDESA LTDA, ante 

lo cual el señor PEDRO ELIAS MARTINEZ MARTINEZ, mostro su intención de 

adquirir el bien materia de litigio por un valor de TREINTA Y TRES MILLONES DE 

PESOS MCTE ($33.000.000) más la obligación que el hoy demandado JOSE 

RICARDO RODRIGUEZ MENDOZA posee con COOMULDESA LTDA, quedando 

estipulada dicha aceptación en la Escritura Publica No 855 de 2021.  

 

• Cabe resaltar que como reposa en la anotación Nro. 010 del certificado de 

Instrumentos Públicos de Bucaramanga, matrícula 300-188455, el bien 

materia de litigio se encuentra hipotecado en favor de COOPERATIVA DE 

AHORRO Y CREDITO PARA EL DESARROLLO SOLIDARIO DE COLOMBIA 

COOMULDESA LTDA, desde el 17 de octubre de 2017 y a la fecha dicha 

hipoteca esta por un valor de CUARENTA Y CINCO MILLONES OCHOCIENTOS 

NOVENTA Y CINCO MIL SETENTA Y NUEVE PESOS MCTE ($45.895.079), 

obligación que fue aceptada por el hoy propietario del bien el señor PEDRO 

ELIAS MARTINEZ MARTINEZ; en este punto es necesario manifestar que la 

hipoteca es preferente y se mantiene hasta que sea cancelada la misma.    

 

• Los hoy demandados no ostentan la calidad de señores y dueños del bien 

que hoy es materia de litigio, por el contrario, fungen como arrendatarios del 

mismo.   

 

• En lo que concierne a la cancelación de la Escritura Publica No 179 del 24 

de febrero de 2021, es improcedente teniendo en cuenta que posterior a 

dicha escritura fue celebrado un negocio jurídico del cual fue solemnizado 

con la Escritura Publica No 855 del 20 de abril de 2021 de la Notaria Novena 

del Circulo de Bucaramanga. 

 

• Cabe resaltar que con la venta del bien al señor PEDRO ELIAS MARTINEZ 

MARTINEZ, la pareja de esposos que hoy ostentan la calidad de 

demandados ha tenido un respiro económico por lo cual pudieron cancelar 

la suma de VEINTE MILLONES DE PESOS MCTE ($20.000.000) en favor de los 

demandantes y adicionalmente se comprometen a efectuar pagos a la 

cuenta del Juzgado Tercero Civil Municipal de Bucaramanga para dar por 

terminada con la obligación adquirida.  

 

Señor Juez para el caso que nos ocupa debe prevalecer el principio de la buena 

fe, la libertad contractual y la seguridad jurídica; para la prosperidad de la 

pretensión simulatoria es menester que en el proceso se demuestre nítidamente el 

concierto simulatorio, por tanto, ante la existencia de dudas deberá darse cabida 

al principio de conservación del negocio jurídico y propender porque siga 

produciendo efectos jurídicos 

 

ANEXOS Y PRUEBAS 

 

Solicito señor Juez, se decreten, practiquen y tengan como tales las siguientes: 

 

Documentales:  

 

1) Poder para actuar  
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2) Copia simple de la Escritura Publica No 179 del 24 de febrero de 2021, de la 

Notaria Cuarta del Circulo de Bucaramanga  

3) Copia simple del contrato de arrendamiento de vivienda urbana 

debidamente autenticado entre los señores PEDRO ELIAS MARTINEZ en 

calidad de arrendador y JOSÉ RICARDO RODRIGUEZ, en calidad de 

arrendatario (3 folios útiles). 

4) Copia simple de la Escritura Publica No 855 del 20 de abril de 2021 de la 

Notaria Novena del Circulo de Bucaramanga  

5) Certificado de Tradición del bien identificado con Nro de matricula 300-

188455 de la Oficina de Instrumentos Públicos de Bucaramanga.  

6) Copia simpe de la Escritura Publica No 4242 del 10 de octubre de 2017 de la 

Notaria Segunda del Circulo de Bucaramanga “hipoteca abierta de primer 

grado y sin límite de cuantía”. 

7) Certificado de endeudamiento de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO 

PARA EL DESARROLLO SOLIDARIO DE COLOMBIA COOMULDESA LTDA, 

fechado del 27 de julio de 2021. 

8) Consignación deposito judicial por un valor de VEINTE MILLONES DE PESOS 

MCTE ($20.000.000) en favor de los hoy demandantes (JOVINO GIL BARRERA 

y GLORIA SUSANA RODRIGUEZ MENDOZA) a ordenes del Juzgados 3ro Civil 

Municipal de Bucaramanga, radicado 68001400300320190019500, fechado 

del 16 de julio de 2021. 

9) Desprendible de pago del hoy demandado JOSE RICARDO RODRIGUEZ 

MENDOZA, julio 16-31 de 2021.    

 

Testimoniales: 

 

Sírvase señor Juez citar a los señores JOSE RICARDO RODRIGUEZ MENDOZA, 

identificado con cedula de ciudadanía No 91.272.920 y MARIA ISABEL MARTINEZ 

NUÑEZ, identificada con la cedula de ciudadanía No 37.548.517, para que bajo la 

gravedad de juramento declaren sobre los hechos de la presente demanda y 

respondan el interrogatorio que en su debida oportunidad formularé. 

 

Sírvase señor Juez citar al señor PEDRO ELIAS MARTINEZ MARTINEZ, identificado con 

cedula de ciudadanía No 5.420.609 para que bajo la gravedad de juramento 

declare sobre los hechos de la presente demanda y respondan el interrogatorio 

que en su debida oportunidad formularé. 

 

Sírvase señor Juez citar a la señora ALICIA GONZALEZ, para que bajo la gravedad 

de juramento declare sobre los hechos de la presente demanda y respondan el 

interrogatorio que en su debida oportunidad formularé. 

 

DERECHO 

 

Me permito invocar como fundamentos normativos los siguientes: 

 

El ordenamiento jurídico no define la simulación y la Corte, ex abudante 

iurisprudentia, partiendo de los artículos 1759, 1760, 1766, 1767 del Código Civil y de 

los otrora vigentes artículos 91 a 93 de la Ley 153 de 1887, especialmente por la vía 

de su artículo 8º, estructuró principios relativos a su noción, supuestos, tipología, 

efectos inter partes y respecto de terceros, pruebas y consecuencias normativas. 

 

Desde un punto de vista semántico, la locución simulación atañe a “remedar”, 

“fingir”, “aparentar” denotando la apariencia de realidad y, por tanto, una 

distorsión. 
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En el plano negocial, se caracteriza por constituir un acuerdo generatriz de una 

apariencia contractual creada intencionalmente revistiéndola de realidad con el 

entendimiento recíproco, convergente y homogéneo de las partes de esta 

significación y, aun cuando, por su virtud, se remeda la celebración de un acto 

dispositivo de intereses no celebrado (simulación absoluta) o diferente del 

estipulado en cuanto al tipo negocial, su contenido, su función (simulación relativa) 

o las partes, tiene entidad real, fáctica y jurídica, obligando a los contratantes al 

tenor del compromiso simulado, único, prevalente y vinculante respecto para éstos. 

 

Desde la perspectiva subjetiva del contrato cuanto acto de voluntad interna, 

declarada o manifestada, la simulación se concibe como un acto disconforme, 

incompatible, inverso o contrario entre la voluntad interna, reservada, secreta u 

oculta y la voluntad externa, declarada, pública o cognoscible, esto es, una 

disparidad, contraposición consciente, voluntaria querida e intencional de sus 

autores o una divergencia entre un acto privado y otro público, revistiendo de 

realidad a la apariencia de algo inexistente o diferente “animus decipiendi”. Así se 

distinguiría la simulación de la reserva mental bilateral, porque la contraposición 

entre voluntad y declaración es conscientemente querida por ambas partes y 

porque en ésta falta el acuerdo simulatorio; del error insalvable para la formación 

del consenso, en cuanto, el yerro impide al declarante percatarse del mismo o la 

divergencia se imputa a un tercero y de los negocios iocandi causa o faltos de 

seriedad en los cuales precisamente por esta inteligencia no existe una verdadera 

disposición, verbi gratia, en situaciones de representación escénica o teatral. 

 

Más concretamente, la supuesta divergencia consciente y querida entre 

manifestación y voluntad, querer interno y externo, acto público y privado, acto 

real y virtual, no explica la figura, porque, en la simulación se presenta un iter 

negocial único, convergente, coordinado e integrado de la realidad y la 

apariencia de realidad, ambas queridas, con fines diferentes y resultantes en un 

sólo acto coordinado, en cuanto que una le resta todo valor a la otra o conforma 

un resultado práctico o funcional diferente. 

 

La simulación constituye un negocio jurídico, cuya estructura genética se conforma 

por un designio común, convergente y unitario proyectado en dos aspectos de una 

misma conducta compleja e integrada por la realidad y la apariencia de realidad, 

esto es, la creación de una situación exterior aparente explicada por la realidad 

reservada, única prevalente y cierta para las partes. 

 

En punto de la prueba de la simulación es menester su demostración con medios 

probatorios idóneos, pues, todo negocio jurídico al obedecer a una función 

práctica o económica social reconocida por el legislador, se presume celebrado 

en atención a intereses serios, dignos de tutela y de reconocimiento legal. 

 

Entre las partes y terceros, son admisibles todos los medios probatorios a condición 

de su apreciación lógica, sistemática, racional y de su conclusión inequívoca (cas. 

septiembre 25/1973, CXVII, Nos. 2372 a 2377, pp. 65 a 68; febrero 28 /1979, CLIX, No. 

2400, pp. 49 a 51, marzo 10/1955. CCXXXIV, pp. 406 y ss.; Sentencia del 15 de febrero 

15/2000, exp. 5438, S-029 de marzo 15/2000, exp. 5400). 

 

Naturalmente, los indicios por si mismos carecen de entidad, "como que a partir de 

algo conocido y por virtud de una operación apoyada en las reglas de la lógica y 

en las máximas de experiencia, se establece la existencia de una cosa 

desconocida. Por eso, si del hecho indiciario no se tiene un convencimiento pleno, 

la deducción viene a ser contraevidente', siendo menester determinar la 

proximidad entre “el factum probandum y el factum probans”, tanto más ceñida 
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a la lógica y a las máximas de la experiencia se vea la inferencia, mayor será la 

significación probatoria del indicio y, por consiguiente, la concurrencia o 

simultaneidad de inferencias o conclusiones diversas generan duda y restan mérito 

al indicio” (cas. marzo 12/1992). 

 

De ordinario, se establecen por indicios de la simulación, "el parentesco, la amistad 

íntima, la falta de capacidad económica del adquirente, la retención de la 

posesión del bien por parte del enajenante, el comportamiento de las partes en el 

litigio, el precio exiguo, estar el vendedor o verse amenazado de cobro de 

obligaciones vencidas, la disposición del todo o buena parte de los bienes, la 

carencia de necesidad en el ven--dedor para disponer de sus bienes, la forma de 

pago, la intervención del adquirente en una operación simulada anterior, etc.", el 

móvil para simular (causa simulandi), los intentos de arreglo amistoso (transactio), 

el tiempo sospechoso del negocio (tempus), la ausencia de movimiento en las 

cuentas bancarias, el precio no entregado de presente (pretium confesus), el lugar 

sospechoso del negocio (locus), la documentación sospechosa (preconstitutio), las 

precauciones sospechosas (provisio), la no justificación dada al precio recibido 

(inversión), la falta de examen previo por el comprador del objeto adquirido, 

especialmente cuando se trata de un bien raíz, etc. Y si bien en la labor de la 

ponderación de la prueba indiciaria el juez se encuentra asistido de cierta 

autonomía o poder discrecional, no puede desentenderse, cuando se trata de 

litigios de esta naturaleza, del deber en que se encuentra, como lo advierte Héctor 

Cámara en su obra, de sondear con esmero hasta los más insignificantes detalles 

que rodean el hecho, porque un indicio que a prima faccie parezca insignificante, 

puede darle el hilo conductor de la investigación (cas. marzo 26/1985, mayo 

10/2000, exp. 5366), siendo necesario que los indicios y las conjeturas tengan el 

suficiente mérito para fundar en el Juez la firme convicción de que el negocio es 

ficticio; lo cual sólo ocurrirá cuando las inferencias o deducciones sean graves, 

precisas y convergentes. Vale decir, la prueba debe ser completa, segura, plena y 

convincente; de no, incluso en caso de duda, debe estarse a la sinceridad que se 

presume en los negocios (In dubio benigna interpretatio ad hibenda est ut magis 

negotium valeat quam pereat) (cas. junio 11/1991). 

 

En esta materia, el juzgador, goza de autonomía para evaluar y ponderar los 

diversos medios de prueba que integran el acopio demostrativo del expediente. 

Sucede, entonces, que por regla general las conclusiones razonables a que arribe 

en el punto quedan a salvo de reproche, y se mostrarán así impermeables al 

ataque en casación (sentencia de 11 de julio de 1990 y 24 de enero de 1992)” (cas. 

octubre 24/2006, exp. 00058-01), pues, “…..en la prueba por indicios se trata 

fundamentalmente de que el juzgador, por el hecho conocido, pase a descubrir el 

hecho que se controvierte”, "...no existe duda alguna acerca de que por regla 

general el debate sobre su mérito queda cerrado definitivamente en las instancias, 

y que la crítica en casación se reduce a determinar si por error evidente de hecho 

o de derecho estuvieron admitidos como probados o como no probados los 

hechos indicativos; si todas las conjeturas dependen exclusivamente de un indicio 

no necesario; y si la prueba por indicios es o no de recibo en el asunto debatido. 

Pero en lo que atañe a la gravedad, precisión, concordancia y nexo de los indicios 

con el hecho que se averigua, el sentenciador está llamado por la ley a formar su 

íntima convicción, que prevalece mientras no se demuestre en el recurso que 

contraría los dictados del sentido común o desconoce el cumplimiento de 

elementales leyes de la naturaleza" (LXXXVIII, 176; CXLIII, 72); y "...aún en el evento 

de que surgieran dudas a través del nuevo examen de los indicios, es bien claro 

que el recurso extraordinario no podría fundarse en base tan deleznable como el 

estado dubitativo para decretar el quiebre de la sentencia objeto de acusación" 

(LXXXVIII, 176 Y 177), (cas. febrero 16/1996, CCXL, pp. 194, reiterada en Sentencia S-



Abogada  

Linda Catalina Palacios Ramírez  

029 de marzo 15/2000, exp. 5400, cas. julio 16/2001, exp. 6362, cas. octubre 24/2006, 

exp. 00058-01). 

 

Los negocios jurídicos gozan de presunción de veracidad, puesto que se reputan 

auténticos y legítimos en tanto no se demuestre lo contrario. En ese sentido, la carga 

de demostrar la disparidad entre la voluntad interna, real y su exteriorización 

ontológica (voluntad aparente) radica en quien pretende desvirtuar la presunción.  

 

Para Rocha (1967), la técnica probatoria de la acción de simulación debe 

centrarse en demostrar la voluntad privada, haciéndola prevalecer sobre la 

externa que se revela al público, sin perjuicio de los terceros de buena fe. En últimas, 

dice este autor, “hay que demostrar o probar aquella voluntad privada que es la 

que contiene la verdadera de las partes”. 

 

Y como también lo tiene definido la doctrina jurisprudencial de la Corte, en 

orden a establecer si sobre un contrato determinado se obró 

simuladamente, el juzgador debe proceder a investigar, ante todo, la 

existencia del respectivo acuerdo, para pasar luego a analizar el derecho 

que asista al actor para promover la respectiva acción, y rematar 

definiendo, con vista en las pruebas del plenario, si la simulación tuvo lugar 

o no (Corte Suprema de Justicia, 2004). 

 

Pues bien, existe plena libertad probatoria para demostrar el móvil o causa 

simulandi que dio lugar al negocio simulado –que es especialmente importante en 

el caso de la simulación absoluta–, así como la simulación misma del contrato, bien 

sea demostrando que no existe nada, o que existe un negocio distinto del que se 

elevó a escritura pública o que se dio a conocer a terceros. 

 

NOTIFICACIONES 

 

Mis poderdantes en la Calle 30N # 9-72 Barrio Las Hamacas, municipio de 

Bucaramanga-Santander.  Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no 

cuentan con correo electrónico.   

 

La suscrita en la Calle 21 No 25-27 apto 603 Unidad Residencial Las Nieves, municipio 

de Bucaramanga-Santander; correo electrónico catalinapalacios85@hotmail.com 

y/o catalinapalacios85@gmail.com; celular 3023623972.  

 

Del Señor Juez, 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

LINDA CATALINA PALACIOS RAMIREZ  

C.C. No 1.098.617.312 de Bucaramanga 

T.P. No. 182.021 del C. Superior de la Judicatura 

mailto:catalinapalacios85@hotmail.com
mailto:catalinapalacios85@gmail.com
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